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ARTICULO 2. Los servido& públicos nacionales y municipales quk no 
laboren en los dias a que sen refiere ,el artículo anterior, prestaran servicios en 
horario regular, los dias sábado:26 de enero y 2 de febrero,de.2002, con el objeto 
dereponer las jornadas de asueto concedidas. 

ARTICüLd 3. Sen e.xceptúan de.10 dispuesto en el artículo 1 de este Decreto, 
las Oficinas Públicas que, por razón de la naturaleza del servicio,que prestan, 
deben pe,*tnanecer ‘la@orando en, turnos especiales, tales como: el Instituto de 
Acue&ctos y Alcantarillados Nacionales; (I.D.A.A.N), la Fuerza PúbIka,- las 
Instituciones de~Salud y Servicios Postales. 

ARTICULO 4. Las Instituciones Bancarias, laborarán de conformidari con el 
calendario que establezca la Superintendencia de Bancos. 

‘, 

ARTICULO 5. : El presente Decreto Noé aplica a la ~Autoridad del Canal de 
: Partamá, de acuerd¿J a lo’dispuesta en el articulo 93 de la Ley 19 de 1~1 d+ junio de 
1997. - : ,, : 

ARTICULO 6.~ Este Decreto comenzará a regir a partir DDE su promulgacidn. 

COkiiJNÍ&.Jl%E Y PUBLÍQ(JESE. 

Dedo en la cludad de Panamh, a.los dieciséis dias del mes de enero de dos mil dos (2002): 
~~ 

MIREYA MOSCOS0 
Presldenta de la República 

ANIBAL SALAS CESPEDES 
Mlnlstro de Gobierpo y Justicia 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - PLENO 
ENTRADA W 285-01 

(De28 de septiembre de2001) ,~ R’I 

ADVERTENCIA.DE INC~NSTITUCIONALLDALJ PRESENT~DA~POR ELE 
LCDO. PEDRO MORENO CONZhl$Z, CONTRA LOS ÁRTíCULOS 20 Y 33 
DDE LA LEY 9 DE 18 DE AB- DE 1984, REFORMADA Pt% LA LtiY NoS DE’~ 
16 DE ABRIL DE 1993. 

MACISTRADA PONENTE: MIRiZA ANGÉLICA FRANCESCHI,DE AGUILERA 

ÓRGANOJUDICIAL~~~ 
ACORTE SUPREMA DE JvSTICIA - PLENO 

Ptinani‘á, v&iqcho (28) de septiembre de d& mil &o (2001). 
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VISTOS: ‘8 

El Pleno de la Corte Suprema de Justicia, conoce de la Advertencia 

de Inconstitucionalidad~presentada por el licenciado PEDRO MORENO 

GONZALEZ, en su propio nombre y representación, dentro del proceso 

que se le~sigue,por faltas a la &ica y responsabilidad profesionai del 

abogado. El mencionado proceso, ffie promovido por la señora SELENE 
. 

HIDALGO ante el Tribunal de Honor~del Colegio Nacional de Abogados. 

1. NORMAS LEGALI$S CmA INCONSTITUCIONALIDAD SE 

SOLICITA 

Ele escrito de advertencia presentado por el licenciado MORENO 
,, 

GONZALEZ, ‘solicita que previo pronunciamiento de la autoridad del 

Ministerio Publico, a quien corresponda emitir dictamen, se declare la, 

inconstitucionalidad de~los artículos 20 y 33 de la Ley 9 de 1984, tal como 

fue modificada por la Ley 8 de 1993. 

Las normas censuradas,~son del tenor siguiente: 

“&-tículo 20.’ Las sanciones que se 
aplicarán alo abogado infractor de la ley ‘que 
regula el ejercicio de la abogacía, de las normas, 
del Chdigo de Etica y Responsabilidad 
Profesional del Colegio Nacional de Abogados 
o de cualqüier~disposición legal vigente:reIativa 
al ejercicio dey la abogacía y a la ética del 
abogado, son las siguientes: 
1. La amonestación privada, que consiste en la 
represión privada que se hace al infractor por 
falta cometida. 
2. La amonestación pública, que consiste én la 
reprobación pública que se-hace al, infractor por 
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falta tiornetida~~ ~’ 
‘~ 3. ola suspensión, que consiste en la prohibición 
,~ del ~ejercicio de la abogacía por un término no 

Inferior a un (1) mes ni superior a un (1) ano, 
cuando se trate de~infractores primarios. 
4.La exclusión, parao los infractores reincidentes, ’ 
que ‘consiste en la prohibición para el ejerc~icio 
de la abogacía por un término mínimo de dos (2) 
,ai-ios. 

Articulo 33. A la hora seflalada para la. 
celebración del, juicio oral, el ~~Magistrado 
Sustanciador declarará abierto el acto,, el 
Secretario leerá la, resolución que contenga 10s~~ 
‘cargos y se ~practicarán :las pruebas. Acto 
,seguido, Será oído en sú orden, el Ministerios 

~- Público y el acusado o su defensor, por una sola 
vez. 

Terminada la audiencia, los miembros de 
lay Sala de Negocios Generales de la Corte 
Suprema de Justiciase reunirán en sesión secreta ’ 
para deliberar. La decisión será dada 
inmediatamente y, si- es condena, indicará la 
sanción que corresponda al abogado. 

,‘~ 
,~ Sólo cuando dicha. Sala de la Corte 

Suprema de Justicia considera que es necesario : 
un plazo ~,para ‘decidir, lay sentencia no se 

~’ pronunciará en el acto de audiencia.” 

1, De acuerdo al advirtiente, el artkulo 20 de la Ley 9 de ,1984 infringe 

de manera directa IoS artfculos 18 y ~153 numeral 1” de la Constitución, 

Naciona!; ~mientras que el artículo 33 de la referida Ley 9 de 1984, resulta 

violatorio de, los’ artículos 40 y 217. del Texto Fundamental. Las 

transgresiones se explican de la~siguiente manera: ‘~ 
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En concepto del ~proponente, la’ posibilidad de imponer sanciones a 

un profesional del derecho, por haber incurrido en la~infracción de normas 

del Chdigo de Etica yo Responsabilidad Profesional del Aboga$o, del 

Colegio Nacional de Abogados, viola de manemdirecta el artículo 18 de la 

Constitución Política, conforme al cual, los ~particulares 410 son 

responsables ante las autoridades por infracción de la Constitucih o 

la Ley. 

En este contexto se ~argumenta, que el Codigo de Etica y 

,~ Responsabilidad Profesional del Abogado, expedido por el Colegio 

Nacional cle Abogados, no es bey de 16 República, y’por ende, mal podrta 

‘ser utilizada por la Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia, para 

sancionar a un pakcular, y ‘*en este caso específico, a un Profesional del 

derecho. 

En el sentido apuntado, se afirma que’el zirtíeulo 153 numeral 1” de 
‘\,, 

la Carta Fundamental también ha resultado infringido; ~toda- vez que el 

Colegio Nacional de Abogados carece de facultades 1egisJativas para 

e%pedir Códigos o Leyes, facultad que recae de manera exclusiva en la 

Asamblea Legislativa, tal como prevé el texto constitucional invocado. 

Razona el, demandante, que si el Código de’ktica y Responsabilidad 

del Abogado ‘no ha sido aprobado a través de, una Ley expedida por~la 

Asamblea Legislativa, no puede ser utilizados por la Corte Suprema de 

Justicia, para imponer sanciones a los profesionales del derecho. 
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bj ca violación de los artículos 40 v 21,7 de ia Constitución Política, por el 
articulo 33 de la Lev 9 de 1984. 

Considei-a el actor, que 1~ previsión contenida en el artículo 33 de la, 

la Ley 9 de 1984; en,el sentidos de que el Ministerio Público intervenga en 

la audiencia que realiza la Sala ~Cuarta de Negocios Grnerales; para 

determinar la responsabiljdad del,supuesto abogado infractor; contr+&ne 

los artículos ~’ 40 y 217 de la Constitución Nacional; que establecen 

respectivamente, la libertad de ejercer una profesión u Oficio con sujeción 

a los reglamentos que establezca ola ley (a. 40 ~ibídem)~, asi como las 

I atribuciones y fkultades establecidas para el Ministerio Público (a. 217 

ibídem) : 

Al efecto, el ~proponente señala que la incursión del Ministerio 

Público en los procesos de control disciplinario para los profesionales del 

c@echo, n0se~vienecOnlanaturalezayfunciOnesquelaCOnstitución 

Nacional ele tiene reservadas; ‘además de representar una compleja carga 

laboral+ ‘Por ello argumenta, que en estricto cumplimiento del artículo 217 

ibídem, el Ministerio Público no debe ser oído en estos procesos. 

‘III. OJ’INION DE LA,PROCURADURIA GENERAL DE Li\ N~AC!ON 

Conforme~ai trámite establecido para las causa:; c«!lstitucic~nale,, de 

la advertencia presentada se corriótraslado a la Procurr&ia tk~i&;~l I;C la 

Nación, ,agencia del Ministerio Publico en turtio, para wlitir x:~:epi~, XI 

relatiión a la incidencia. 
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El ‘colaboradoi de la instancia emitió la Vista Fiscal No. 12 de 7 de 

junio de 200 1, en la que se opuso ti la declaratorkdk iticons~itucionalidad 

solicitada, ‘indicando en lo medular, que el Código de Etica y 

Responsabilidtid, Profesio,nal del Abogado cumple una función similar a los 
.~ 

Estatutos de los Partidos’Políticos, de Asociaciones,Profesionales como la 

SPI& y de Organizaciones Gremiales o Sociales, estatutos a los que se les 

reconoce fuerza legal coercitiva, aunque no hayan emanado de la Asamblea 

Legislativa. 

En otro contexto, la Procuraduría General destaca, que ,el ,Pleno ,la 

Corte Suprema de Justicia ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la 

competencia del kribkal de Honor del Colegio Nacional de Abogados, 

para investigar e instruir las. denuncias ,por faltas a la ética -de 10s~ 

profesionales del,d.erecho, y decidir si existe mérito para su juzgamiento 

ante la Sala de Negocios, Generales de la Corte Suprema de Justicia. 

Por ende, según concluye el Ministerio ~Púbiico, el hecho de que la. 

Ley 9 de 1984, modificada~por la Ley 8 de 1993, mantenga un régimen 

disciplinario mixto para’ 10s abogados, compartido entre el Tribunal de 

Honor del Colegio Nacional de Abogados y la Corte Suirerpa de Justicia; 

~:‘permite la a&i&ción de :los ‘estatutos de la mknbion~da~agrupación 

gremial, partic+rmente en lo que ataire a los procedimientos y sanciones 

contemplados para 10s infractores a la ética del abogado. 

IV. DECISION DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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Una ~vez cumplidos los’trámites‘legales, la Corte pasa a ‘desatar la 

controversia, en los siguientes términos: 

Es de señalarse en primer término, que aunque el advirtiente ha 

solicitado la inconstitucionalidad integra de los artículos 20 y 33 de la Ley 

9 de’ 1984, de su exposición se colige de manera c!ara,‘que los aspectos .~~~ 

tachados de inconstitucionales, dicen relación específica con la posibilidad 

de sancionar a los profesionales del,derecho, de acuerdo al, Código de 

Etica -y Responsabilidad Profesional del Abogado (a.20); y con la 
_ 

atribución del Ministerio Ptiblico, de intervenir en los procesos por faltas 

a la ética que se kent@n ante he Sala Cuarta de la Corte Suprema de 

Justicia.( a. 33) 

A propósito de este último cargo, en sentencia de 30 de octubre de 

1996, el Pleno de la Corte declaró que era inconstitucional el artículo 34 de 

la Ley-9 de 1984, que,establecía que en todq proceso de juzga+iento por 

falta a la ética seria @do como parte, el Procurador de la Adntinistra&bn. 

En la mencionada sentencia, la Corte consideró que en nuestro país, 

el sistema al que se adhiere el Ministerio Público, que concentra funciones 

duales en los procesos penales como funcionario de instrucción y fiscal o 

acusador en representación de la sociedad, sumado a la defensa que debe 

.hacer de los intereses del Estado o del Municipio, la vigikmcia de la 

conducta oficial de los ,tüncionarios públicos, y servkde consejero juríd$o 
/ 

de los’ funcionarios administrativos, representaba una carga laboral 
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compleja, que~se resiente con la adición de otras funciones que no~se 

avienen con~la naturaleza y finalidad que la%ons@tución en su art&zulo 

217, le atribuye. 

Por ende, 1a’Corte razonó que la incursión. del Ministerio ,J+íblico 

(concretamente de la Procuraduría de la Adnkiistmción); en los procesos 

de control disciplinario de uka 1 profesión ‘liberal, cuyo xaneamienio, 

superación, mejoramiento y estimulo debe provenir & primera instancia, a 

lo interno de los agremiados, representaba una violacih al articulo 217 

del Texto Fundamental. 

La declaratckia de inconstitucionalidad del#artíc&34 de la Ley 9 de 

1984, tuvo como efecto práctico, la inhabilitación del Ministerio PúbliCo 

,, para participar en el acto de audiencia que se celebra ante Ia Sala Cuarta de 

. Negocios Generales tin los procesos de ética.~ Sm embargo, comp nuestro 

sistema de justicia constitucional~ no permite la dkclaratoria de 

inconstitucionalidad por konexión, al que sí se acogen otras legislaciones; 

la mención que se hace en el articulo 33 de la Ley 9 de 1984, sobre la 

participación del h$inisterio~~Público en el juzgamiento dè abogados por falta 

a la ética, permaneció ,inalterable y vigente, aunque sin eficacia material. 

De allí, que- esta Superioridad deba reconocer que efe&ivamente 

procede la declaratoria, de, intionstitucionalida$ solicitada, pero sólo en 

relaci6n ti la frase “el Ministerio Phblico”, contenido en el articulo 33 de la 

¿ey 9 de 1984. 
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: Ahora bien, en lo que-respecta a la alegada inconstitucionalidad del 

articulo 20 ~ibídem, mesta Sala Plena ha de manifestar lo siguiente: 

El único~aspecto~ tachado de inconstitucional ‘en el citado texto, es la ~, 

posibilidad de:que se aplique al abogado-infractor, alguna de las sanciones 

allí restablecidas, cuando h infrac&n se ,encuentre tipificada en el 

Códigsde Etica y Responsabilidad Profesional del Colegio Nakional de 

Abogados.~ Arguye el actor, que la mencionada reglamentación del gremio 
‘_ 

de abogados; no es un Código o Ley de la República, razón por la cual, no 

puede~.utilizarse para sancionara un profesional del derecho, por faltas a la, ,, 

ética. 

Coincide la Corte, en que el llamado Codigo de Etica y 

Responsabilidad Profesional del Abogado, no ha sido aprobado a través~ de ~’ 

:~ una Ley de ia Republica, o dey cualquier otra ~autoridad pública con potestad 

legislativa o reglamentaria. Se trata; de un catalogo estatutario que, recoge 

normas de ~imperio moral y ético, al que deben cefiirse los profesionales de 

la abogacía en Panamá. No obstante, la posibilidad de juzgar y -sancionar 

I a un abogado por la infracción ‘del Código de Etica, deviene del articulo 

18 de la Ley 9 de 1984, mismo,pue señala que “constituve una falta a la 

*1 éti la ‘nfrac i6 d 1 no 

5 de: 

cualauier diwosición legal vigente en h materia.” 

Palmariamente se desprende, ,que es la Ley 9 de 1984 “Por, la cual 
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, 

. . 

se regula el ejercició.de la Abogacia”, la que prevé la tipicidad de la 

infracción, sefialando que para juzgar y sancionar a los profesionales del 

derecho, se requiere la violación de disposiciones legales sobre la materia 

de ética, o del Código de Etica del Colegio Nacional de Abogados. Dicho 

en otras palabras, la Ley Formal que regula el-ejercicio de la Abogacía en 

Panamá, acoge las disposiciones del Código de Etica y Responsabilidad 

Profesional del Abogado, del Colegio Nacional de Abogados, 

integrhdolas al las disposiciones legales que~ regulan la ktica de la 

profesión en Panamá. 
\ 

En este caio,, la, circunstancia de ‘que los Estatutos de ti gremio 

profesional puedan ser utilizados para que la autoridad pública sancione a 

uno de sus asociados, sólo puede entenderse desde la perspectiva del 

carácter mixto del Colegio Nacional de Abogados, que ejerce, por 

delegación del Estido, el poder disciplinario sobre la conducta profeskmal 

de los abogados, actuando como “agente instructor” en los procesos por 

presuntas faltas a la ética, a través de su Tribuna!,de Honor. Ello denota, 

una función ‘de carácter público, distinta a la realizada por otras 

asociaciones de derecho privado. 

Por lo anteri,or, no se produce la violación del artículo 18 del Texto 

Fundamental, ni’ del articulo 40 de ,la Consti@ción, Politila, porque’ la 

reglainentzic@n de la profeGón de abogado, en lo que corresponde a’ la 

idoneidad~y moralidad de la abogacia, se encuentra regulada en la Ley 9 de 
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1984, tal corno exige el texto constitucional. 

En síntesis, esta Corporación Judicial estima que el artículo 20 de .la 

Ley 9 de ~1984, en 10 que respecta, a la sanción aplicable a los abogados cjue~ ‘, 

incurran en violación al Código de Etica y Responsabilidad Profesional del 

Che& Nacional de~‘Abogados, no viola ios artículos 18, 153 ni’hingún otro 

artículo del ord&miento con@ucional, mientras que el artículo 33 de la 

Ley 9 de 1984 es violatorio bel artioulo 2 17 de la Coht&ti,~a&onal. 

De consiguiente, la CORTE SUPREMA, PLENO, @ministrando 

justicia-en hombre de Iá ‘República i por autoridad de la Ley, DE-ARA: 

l- QUE ES XNCbNSTITUCIONAL la frase “el Mini@erio Público” 

contenida en el ‘artículo 33 de ,la Ley 9 de 1984, modificada por la ley 8 de ,’ 

~~ 1993; ,y~ 2- QUE NO ES INCONSTITUCIONAL la frase “de Ias, normas ,~ 

del Código de Etica y,ResPonsabilidad Profesional del Colegio Nacional 

de Abogados” contenida en el artículo 20 de la Ley 9 de 1984, modificada 

por la,Ley 8 de 1993. 
.~ 

: NOTIFIQUESE~Y PUBLIQUESE EN LA GACETA OFICIAL. 
.~ 

MIRTZA~ ANGELICA ~FF@NCESCHI DE AGUILERA 

~ARTURO HOYOS CESAR PEREIRA BURGOS 

@LIGIO SALAS JOSEA.TROYANO 
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ADAN ,ARNULFO ARJONA ,GRACIELADIXON 

~., 

ROGELIO FARREGA JOSE MANUEL FAUNDES 

CARLOS H. CUESTAS 
Secretario 

I 

ENTRADA W263-01 
(De 28 de septiembre de 2001) 

ADYRRTENCIADE INCONSTITUCIONALIDADPRESENTADAPOR LAFIRMAFORENSF, 
DE CASTRO& ROBLES, EN WPRESEkfTACION DE NRWBERRY Y LUIS ANTONIO DL42, 
CONTRA -LA FRASE *wSIEMPBE QUE EL ORDEN DE GRADUACIbN DE MCBOS 
CRBDITOS SEA SUPERIOR AL’DE LOS QUE SE ENCUENTRAN EN DISCUSION” DEL 
ARTICULO534DELALEY BDE3ODEMARZODE 1982,CONLASMODIWICACIONESDE 
LA LEY ll DE 23 DE’MAYODE~l986. 

MAGISTR.&DA PGNENTEz MIRTZA ANGELKA FRANCRSCHI DE AGUILBRA 

PANAMÁ 
ÓRGANO.JUDICL~ 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - PLENO 

Panamá, veintiocho (28) de septiembre de qos r$l~uno (2001). 

VISTOS: 

El ~Pleno de la Corte Suprema de Justicia, conoce de la Advertencia 

de Incon&ukionalidad presentada por la firma fore&e DE CASTRO & 

ROBLES,, &I ~r6presentación de NEWBERRY S.A.,Y LUIS ANTONIO 

DIAZ, dentro del proceso especial de Concursode, Acreedores Priirikgiados 

que se sigue en el Tribunal Marítimo conty la M/N “ASTURIAS”. 

1. ,NORMA LEGAL CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE 
SOLICITA 


